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c^xcuio. ieiíov: 

1 or Real Decreto de 12 de mayo de 1859 con- 
cedió el Gobierno á D. José Pinilla y D. José del 
Acebo permiso ó privilegio para hacer un canal 
de riego, tomando las aguas del rio Henares, y 
regar con ellas una porción de fanegas de tierra. 

Esta concesión se hizo con varias condicio- 
nes, y en una de ellas, que es la 15, se dice ter- 
minantemente que las obras del canal deberán 



principiar á los seis meses contados desde la fe- 
cha de la concesión. 

Los concesionarios no cumplieron con dicha 
condición, y lejos de haber principiado las obras 
á los seis meses, dejaron trascurrir cerca de cua- 
tro años sin principiarías. 

En este estado obtuvieron del Gobierno otra 
nueva concesión ampliando la anterior, permi- 
tiéndoles tomar mas agua del rio y regar mas 
terreno. Les concedió además el Gobierno la fa- 
cultad de ceder dicho privilegio, y aprobó la ce- 
sión que Pinilla y Acebo hicieron á favor de Don 
Guillermo Partington, en concepto de Director 
gerente de la Sociedad Ibérica de Riegos. Estas 
últimas concesiones llevan la fecha de 28 de 
enero de 1863, y el decreto está inserto en la 
Gaceta de \? de febrero del mismo año. 

Con la construcción de este canal el rio He- 
nares se queda sin agua y completamente seco 
mas de la mitad del año, y por consiguiente se 
arruinarán todas las fincas que están en posesión 
legítima de las aguas desde tiempo inmemorial, 
y que tienen el dominio de ellas por títulos so- 
lidísimos, ya para el riego, ya para el movimiento 
de molinos y de fábricas de harina. 
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Una de las fincas mas perjudicadas es la ha- 
cienda de. La Fsgarabita, situada en la ribera 
del rio Henares, á un cuarto de legua al Oriente 
de Alcalá, que además de regarse toda ella con 
un canal tomado de dicho rio, tiene una her- 
mosa fábrica de harinas movida por las aguas 
del Henares, y el dominio del rio y de la 
pesca. 

Su dueño, el Marqués de Morante, se halla- 
ba ausente de Madrid á consecuencia de una 
grave enfermedad, cuando se hizo la primera con- 
cesión del canal de riego á D. José Pinilla y Don 
José del Acebo en 12 de mayo de 1859; y no 
acudió á formular su reclamación en el tiempo 
señalado durante la instrucción de los expedien- 
tes incoados en esta provincia donde radica La 
Esgarahita, con sujeción á lo prevenido para 
estos casos en la Real orden de 14 de marzo 
de 1846. El tiempo que señala esta orden son á 
lo sumo treinta días; y aunque el Gobierno con- 
cedió á Pinilla y á Acebo varias prórogas del 
plazo de los seis meses, negó al Marqués lo 
que concedió á estos, lo cual es contrario á la 
equidad y á la justicia, porque se niega á una 
de las partes lo que se concede á otra, y esto 
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se hace en una materia tan odiosa como es 
la concesión de todo privilegio. 

El Marqués acudió nuevamente al Gobierno 
en 6 de febrero de 1863 por la via adminis- 
trativa, haciéndole presente esta y otras razones, 
é instando para que se impusiera á los concesio- 
narios del canal de riego proyectado la condi- 
ción de respetar los derechos del Marqués de 
Morante, así como se les impuso jo o/» la misma 
via la de respetar los de D. Juan Luciano Balez, 
D. Luis Manglano, y la de los términos de re- 
gadío de Mejorada del Campo y de Velilla de 
San Antonio. Y aunque el Gobierno desestimó 
la instancia del Marqués respecto á que se adi- 
cionara el decreto de la concesión del canal de 
riego proyectado con la condición propuesta 
por el Marqués, dictó dos disposiciones im- 
portantísimas y de sumo interés: una fué de- 
clarar «que la concesión del canal del Hena- 
»res, como toda autorización de aprovechamiento 
»de aguas que el Gobierno otorga, no invade 
»el derecho común, y por lo tanto se entien- 
))den hechas con la cláusula de dejar á salvo 
y*el derecho de propiedad, y sin perjuicio de 
»tercero.» 
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La segunda disposición que dictó el Gobier- 
no fué: «declarar al Marqués el derecho de for- 
»mular su reclamación como mejor crea conve- 
»niente ante los Tribunales competentes, si los 
«concesionarios del canal del Henares lastimasen 
»en una ú otra forma el legítimo ejercicio de los 
«aprovechamientos de agua que le correspon- 
»den.)) 

Estas dos disposiciones constan en la Real 
orden de 31 de marzo de 1863, que se halla unida 
á los autos, y dice así. «Vista la instancia pre- 
wsentada en este Ministerio por el Marqués de 
«Morante con fecha 6 de febrero último, solici- 
»tando que en virtud del derecho que posee, por 
»los títulos que á la misma acompaña, para apro- 
«vechar las aguas del rio Henares en el movi- 
wmiento de una fábrica de harinas y en el riego 
»de la hacienda La Esgarabita, se imponga 
»á los concesionarios del canal, que se proyecta 
«derivar del citado rio, la condición de respetar 
«estos derechos, como los demás de que se hace 
«mérito en las cláusulas de la concesión, ó en 
«otro caso, la indemnización de cuantos daños 
«y perjuicios le originen en una y otra finca.= 
«Teniendo presente que no es posible adicionar 
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»la condición que el interesado pretende, por no 
»haber presentado su reclamación en el tiempo 
«señalado durante la instrucción de los expedien- 
»tes incoados en esta provincia y en la de Gua- 
))dalajara, con sujeción á lo prevenido en la Real 
worden de 14 de marzo de 1846.=Y consideran- 
»do que la concesión del canal del Henares, como 
wtoda autorización de aprovechamiento de aguas 
«que el Gobierno otorga, no invade el derecho 
»comun, y por lo tanto se entienden hechas con 
»la cláusula de dejar á salvo el derecho de 
apropie dad y sin perjuicio de tercero.^ 
»S. M. la Reina (Q. D. G.) ha resuelto desesti- 
»mar la instancia del Marqués de Morante por 
»no haberse presentado en tiempo hábil, decla- 
»rándole sin embargo el derecho de formular 
»su reclamación como mejor crea conveniente 
))ante los Tribunales competentes, si los conce- 
wsionarios del canal del Henares lastimasen en 
»una ú otra forma el legítimo ejercicio de los 
«aprovechamientos de agua que le correspon- 
»den.=De Real orden, etc.=Madrid 31 de marzo 
»de 1863.» 

Así las cosas, y deseoso el Marqués de evi- 
tar litigios á todo trance, hizo extrajudicialmen- 
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te prodigiosos esfuerzos para que la Sociedad 
Ibérica de Riegos respetara sus derechos por 
medio de un convenio particular, así como la 
Administración del Estado la obligó á respetar 
por la via administrativa los derechos de 
Balez, de Manglano, de Mejorada del Campo y 
de Velilla de San Antonio, que se hallan in- 
sertos en la Gaceta de 1.° de febrero de 1863. 
Pero todos sus esfuerzos fueron inútiles, porque 
nunca obtuvo mas que respuestas vagas y eva- 
sivas. 

El Marqués los citó á juicio de conciliación 
en 26 de junio de 1863 (aunque no tenia nece- 
sidad de hacerlo), es decir, cinco meses después 
de las primeras diligencias que comenzó á prac- 
ticar ante el Gobierno para que se le atendieran 
sus justísimas reclamaciones, y antes de que co- 
menzaran las obras del canal. El acta del juicio 
de conciliación se halla unida á los autos, y en 
ella consta con la mayor precisión y exactitud, 
no solo que el Marqués hizo cuanto pudo para 
evitar este pleito, sino que demandó á juicio de 
conciliación á la Sociedad Ibérica de Riegos, y 
á D. Guillermo Partington como Director gerente 
de ella, «para que dicha Sociedad no intente obra 
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«alguna de que pueda resultar, ahora ó en lo su- 
«cesivo, toma de aguas del rio Henares para el 
«canal de riego que proyecta, derivado de este 
»rio en el sitio llamado El Marañal^ término 
»de Humanes, con disminución del aprovecha- 
wmiento que de todas las dichas aguas disfruta 
»el Marqués demandante por justos y legítimos 
«títulos. Lo demanda también para que si hay 
«emprendidas algunas de esas obras, que aunque 
«por ahora se hallen á larga distancia del cauce 
«del rio, sirvan de preparación para llegar me- 
«diante ellas á la indicada toma de aguas, tenga 
«entendido el Sr. Partington que el Marqués no 
«las consiente, antes bien se reserva hacer uso 
«de todos sus derechos y acciones, tanto poseso- 
«rias como petitorias, para estorbar dichas obras, 
«para impedir cualquiera disminución de aquel 
«aprovechamiento de todas las aguas del rio 
«Henares, y para reclamar cuantos daños y per- 
«juicios se le puedan irrogar; sirviendo este 
«acto de protesta en forma contra todo lo que la 
«Sociedad Ibérica de Riegos haga en dicho senti- 
»do, y para que nunca pueda alegar ignorancia 
«por su parte, ni consentimiento expreso ni tácito 
«por parte del Marqués.» 
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Tales son las palabras literales de la deman- 
da del Marqués en juicio de conciliación: y no 
satisfecho todavía con esto, continuó practicando 
diligencias por espacio de once meses para llegar 
á un avenimiento, aunque sin obtener resultado 
alguno, habiendo llegado el caso de que el nuevo 
Director gerente de la Sociedad Ibérica de Riegos, 
D. Juan Bell, dijera, en contestación á una carta 
que le escribió el Marqués de Morante en 26 de 
abril de 1864, que no hahia oido hablar, ni 
tomado conocimiento de la reclam^acion 
hecha algunos m,eses há por el Marqués 
sobre la hacienda titulada La Esgar abita. 
De modo que la Sociedad Ibérica de Riegos de 
todo se ocupa menos de atender á las justas re- 
clamaciones de los propietarios que ven amenaza- 
dos sus intereses por el canal. 
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CUESTIÓN DEL DÍA. 



En tal estado es cuando el Marqués de Mo- 
rante se decidió á entablar el presente interdicto 
de obra nueva, con arreglo al artículo 738 de la 
ley de Enjuiciamiento civil. 

El Juez de Tamajon, á quien corresponde el 
conocimiento de este asunto, ha desechado de 
plano el interdicto, dando el siguiente auto.= 
«Visto el precedente escrito, interdicto de obra 
»nueva, propuesto por el Procurador D. Antonio 
))de los Santos, representante del Sr. Marqués de 
»Morante, vecino de Madrid, con los documentos 
))que acompaña, pidiendo la suspensión de las 
»obras proyectadas y que se realizan término de 
))Humanes, de este partido judicial, para el esta- 
»blecimiento del canal de Henares concedido por 
»el Gobierno á la Sociedad Ibérica de Riegos, por- 
))que han venido á amenazarle de grandes perjui- 
wcios en su finca titulada La Esgarahita, tér- 
»mino de Alcalá, hasta con la pérdida total del 
)>agua del rio, á que tiene derecho especialmente 
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wpara el riego de esa propiedad y para el movi- 
)>miento de su fábrica de liarinas.=Considerando 
wque con arreglo á la Real orden de 8 de mayo 
»de 1839, y á la jurisprudencia establecida cons- 
wtantemente en diferentes decisiones de compe- 
»tencias entre la Administración y el orden ju- 
»dicial, adoptadas por el Gobierno después de oir 
»al Consejo Real y ahora al de Estado, no pue- 
»den los Jueces y Tribunales conocer de inter- 
»d¡ctos interpuestos ante ellos contra la Admi- 
»nistracion.=Considerando que los empresarios 
))de obras públicas en la ejecución de ellas se 
«entienden reemplazados á la Administración, y 
»que obran subordinados á lo que esta les or- 
»dena, y que por lo tanto las reclamaciones á 
»que dé lugar su ejecución, y que á ser nego- 
»cio entre particulares deberian ventilarse por 
«interdictos, son de la competencia de la Admi- 
»nistracion.=Considerando que las atribuciones 
»del orden judicial en esta materia están limita- 
»das á los juicios plenarios de posesión y pro- 
»piedad.=No ha lugar á la admisión del inter- 
))dicto propuesto, y dejando unidos al citado es- 
))crito los documentos presentados con el mismo, 
«devuélvanse al Procurador los que solicita.= 
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»E1 Sr. D. Quintín Azaña, Juez de primera ins- 
»tancia de esta villa de Tamajon y su partido' 
)>lo proveyó, mandó y firma en ella á 25 dé 
»junio de 18()L= Quintín Azaña. =^ Ignacio 
n) Gamo. TU 

Esta sentencia es ilegal y es injusta, como 
lo demostraremos con razones sólidas y claras. 

Es ilegal, porque es abiertamente contraria 
al artículo 738 de la ley de Enjuiciamiento civil, 
el cual dispone, que «presentada que sea deman- 
»da para la suspensión de cualquiera obra nue- 
))va, la decretará el Juez provisionalmente, de- 
»jando en el sitio en que estuviere haciéndose 
»un dependiente del juzgado para que cuide de 
»que sea cumplida la suspensión,» adoptando 
las demás medidas que se indican en el citado 
artículo 738. 

El precepto, como se ve, es claro, es termi- 
nante, es absoluto. Presentada la demanda para 
la suspensión de cualquiera obra nueva, no hay 
término medio; la suspensión provisional de la 
obra debe decretarse desde luego, sin que sea 
permitido al Juez apreciar entonces si es ó no 
procedente la demanda. La decisión de si es ó 
no procedente la demanda tiene su lugar opor- 
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limo después de celebrado el juicio verbal, des- 
pués que se oiga á ambas partes, después que 
puedan tenerse presentes sus respectivas alega- 
ciones y pruebas. 

Y es tan absoluta la ley en este particular, 
que basta para el efecto la simple presentación 
de la demanda, sin acompañar siquiera los do- 
cumentos en que el demandante funda sus pre- 
tensiones, porque el mismo artículo 738 previe- 
ne que los documentos en que el demandante 
y el denunciado funden sus pretensiones respecti- 
vamente, los traigan al juicio verbal. Luego es 
claro que antes del juicio verbal no hay necesidad 
de presentar tales documentos. Sin embargo de 
esto el Marqués los presentó todos desde el prin- 
cipio, unidos á la demanda, como consta en los 
autos, porque su justicia es tan clara que no teme 
la luz ni menos el examen minucioso de los ro- 
bustísimos títulos en que apoya sus pretensiones. 
Escusado es decir, porque demasiado lo sabe el 
Tribunal, que por el artículo 1415 de la ley de En- 
juiciamiento civil quedaron derogadas todas las 
leyes. Reales decretos, reglamentos, órdenes y 
fueros en que se hayan dictado reglas para el en- 
juiciamiento civil, anteriores á dicha ley; y por 

3 
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esta razón está vigente el citado articulo 738, que 
manda suspender la obra inmediatamente que se 
presente la demanda. 

Por eso resalta mas la ilegalidad de la senten- 
cia, y se demuestra claramente que el Juez de 
primera instancia de Támajon, infringiendo una 
ley clara y terminante, desechó la justa deman- 
da del Marqués, sin que le arredrara cometer 
una ilegalidad manifiesta, como queda demos- 
trado. 

Es injusta la sentencia, porque niega desde el 
principio al Marqués de Morante un recurso que 
la ley le concede, cual es la acción posesoria lla- 
mada interdicto de obra nueva; y como todo 
aquello que se hace contra jtis es injusto, por 
una consecuencia necesaria se infiere que lo es la 
sentencia del Juez. 

Los considerandos en que el Juez funda la 
sentencia, son falsos en la esencia y en la forma, 
como pasamos á demostrar. 

Principiaremos por el segundo considerando 
para proceder con orden en las ideas. «Consi- 
»derando (dice el Juez) que los empresarios de 
«obras públicas en la ejecución de ellas se en- 
»tienden reemplazados á la Administración, y 
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»que obran subordinados á lo que esta les or- 
»dena » 

Solo la falta de criterio del Juez puede llamar 
empresarios á D. José Pinilla y D. José del 
Acebo, y hoy á la Sociedad Ibérica de Riegos, 
cuando por el decreto de concesión de 12 de ma- 
yo de 1859, y por el de cesión y ampliación del 
canal de 28 de enero de 1863, inserto en la Gace- 
ta de 1." de febrero del mismo año, se les lla- 
ma concesionarios, y consta clara y terminante- 
mente que es un privilegio, una concesión gra- 
tuita que el Gobierno hizo á esos individuos bajo 
ciertas bases y con ciertas condiciones. En la 7." 
de estas condiciones (por ejemplo) se dice que 
/o.v concesionarios disfrutarán del canal 
por espacio de 99 años, trascurridos los 
cuales volverá al Estado. Luego los conce- 
sionarios son dueños del canal por espacio de 
99 años. 

La condición 8." dice: «Se esceptúan de la re- 
» versión al Estado los saltos de agua que hubiere 
«utilizado la empresa durante los 99 años espre- 
»sados, los cuales se conceden á la misma 
-t^en plena y perpetua propiedad. n 

En vista de estas condiciones y de todo el 
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contesto del decreto, ¿cómo se atreve el Juez de 
Tamajon á decir en su segundo considerando 
que los Sres. Pinilla y Acebo, y hoy la Sociedad 
Ibérica de Riegos, son unos meros empresarios 
de obras públicas (como si se tratara de la em- 
presa de un teatro), que las construyen por cuen- 
ta del Gobierno, cuando el mismo Gobierno dice 
en la Gaceta que disfrutarán del canal por es- 
pacio de 99 años, y de los saltos de agua perpe- 
tuamente y con plena propiedad? ¿Y con qué de- 
recho llama el Juez empresarios de obras pú- 
blicas y los califica de tales á los que el Gobierno 
mismo llama concesionarios? Hasta en esta al- 
teración de nombres ha sido desgraciado el Juez, 
pues al desechar la demanda del Marqués, tras- 
tornó la nomenclatura de las cosas. 

Dice el mismo considerando que los em- 
presarios de obras públicas se entienden reempla- 
zados á la Administración Aquí se ve que el 

Juez de Tamajon trueca también el castellano. 
Quiso decir que los empresarios de obras públicas 
reemplazan á la Administración, pero no acertó á 
decirlo. Ya hemos visto que los concesionarios 
del canal del Henares obran como particulares 
por su propia cuenta , y no por la de la Adminis- 
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t ración, y esto nos lo ha dicho y nos lo dice nada 
menos que el Gobierno, el único que puede inter- 
pretar las dudas si las hubiera. 

Continúa diciendo el considerando, que los 
concesionarios obran subordinados á lo que 

la Administración les oi'dene Esto es 

cierto, pero no en el sentido que lo afirma el Juez; 
porque este quiere dar á entender que los conce- 
sionarios no obran por cuenta propia como par- 
ticulares, sino por cuenta del Gobierno, lo cual 
ya hemos visto que es falso. Pero es cierto 
en el sentido de que los concesionarios tienen 
que obrar sujetos enteramente á las condiciones 
que les ha impuesto el Gobierno; y como una 
de ellas es respetar la propiedad agena ó el de- 
recho de un tercero, en este sentido no hay in- 
conveniente en admitir esa parte del se^^undo 
considerando del Juez. Pero aun cuando fuera 
la misma Administración la que litigara; auníjue 
se tratara de suponer que el Gobierno mismo 
es el demandado, en las cuestiones de pertenen- 
cia ó de propiedad la autoridad pública pier- 
de su carácter de tal autoridad, tomando 
el de pe7^sona particidar sujeta al derecho 
común. Así está establecido por las leyes y de^ 
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clarado por el Consejo Real en decreto de 31 de 
julio de 1850, inserto en la Colección legislativa, 
tomo 50, número 32, año de 1850. 

Pasemos ahora á examinar el primer consi- 
derando. 

En este considerando dice el Juez: «Que con 
«arreglo á la Real orden de 8 de mayo de 1839, 
))y á la jurisprudencia establecida constantemente 
»en diferentes decisiones de competencia entre 
»la Administración y el orden judicial, adopta- 
»das por el Gobierno, después de oir al Consejo 
»Real y ahora al de Estado, no pueden los Jue- 
»ces y Tribunales conocer de interdictos inter- 
»puestos ante ellos contra la Administración.» 

Para probar las equivocaciones del Juez de 
Tamajon á fin de desechar de plano el interdicto 
de obra nueva, fundando su sentencia en la 
Real orden de 8 de mayo de 1839, vamos á 
copiar esta literalmente. Dice así. 

«Para evitar que las providencias gubernati- 
»vas dictadas por los Ayuntamientos y Diputa- 
rtciones provinciales dentro del límite de sus fa- 
))cultades puedan anularse recurriendo á la auto- 
»ridad judicial, para pedir amparo en la posesión 
»ó restitución por el que se diga despojado, y á 
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»tiii de que no se reproduzcan con este motivo 
))los graves y perjudiciales conflictos que mas 
))de una vez han tenido lugar entre las autori- 
»dades judiciales; oido el Supremo Tribunal de 
»Justicia, y conformándose con su parecer, se ha 
»servido S. M. declarar por punto general, que las 
"disposiciones y providencias que dicten los 
«Ayuntamientos, y en su caso las Diputaciones 
«provinciales, en los negocios que pertenecen á 
))sus atribuciones según las leyes, forman estado, 
i)y deben llevarse á efecto, sin que los Tribunales 
«admitan contra ellas los interdictos posesorios 
»de manutención ó restitución, aunque deberán 
«administrar justicia á las partes cuando entablen 
«las otras acciones que legalmente les compe- 
»tan.=De Real orden lo digo á V. S. para su inte- 
«ligencia, la de ese Tribunal y efectos consiguien- 
»tes.=Dios guarde á V. S. muchos años. Madrid 
«8 de mayo de 18d9.=Arrázola. 

Por el contesto de esta Real orden se ve cla- 
ramente que no prohibe los interdictos de un 
modo absoluto, que no los prohibe del todo, sino 
solo cuando se intenta por medio de ellos dejar 
sin efecto las disposiciones y providencias que las 
autoridades administrativas dictan en el círculo 
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(le sus atribuciones, es decir, administrativamen- 
te, lo cual producía graves males, porque la ad- 
ministración debe ser rápida, y á cada momento 
se veia pamlizada por el abuso que los particu- 
lares hacian de los interdictos. 

Tan cierto es esto, que la misma Real orden 
manda á los Tribunales administrar justicia á las 
j)ai'tes cuando entablen las otras acciones que 
leíralmente les competan, aun contra las otras 
providencias administrativas que las Auto- 
ridades den en el círculo de sus atribuciones, por- 
que ese es el espíritu de las últimas palabras de 
la orden; pues el poder judicial, limitando de esta 
suerte el poder administrativo, ofrece una garan- 
tía mas al ciudadano, cuyos derechos no podrán 
ser conculcados fácilmente por ninguna Admi- 
nistnicion, cuando una magistratura indepen- 
diente los proteja y los ampare. 

Pero la Real orden de 8 de mayo de 1839 (que 
vamos analizando) no prohibe los interdictos po- 
sesorios cuando no se oponen al acto adminis- 
tmtivo, sino que conducen á declarar que existe ó 
no existe un derecho anterior, que la misma Ad- 
. ministracion deja á salvo y quiere que se respete. 

En una palal)ra, la Real orden de 8 de mayo 
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prohibe el abuso de los interdictos, y no el uso 
legítimo de ellos. 

Esta doctrina se halla establecida, declarada 
y confirmada por varias resoluciones del Consejo 
Real que forman una jurisprudencia completa, 
como luego veremos. 

Atendidas estas razones, si el interdicto in- 
terpuesto por el Marqués de Morante fuera con- 
tra la Administración, ó contra alguna de aque- 
llas cosas ó alguno de aquellos actos que son 
objeto de la Administración, seria procedente el 
considerando del Juez; pero cabalmente es todo 
al revés. Aquí la Administración llenó ya su ob- 
jeto, concediendo el permiso para hacer el canal 
del rio Henares y declarándolo de utilidad públi- 
ca para los efectos de expropiación forzosa, de los 
terrenos, edificios y demás que sea necesario 
ocupar para la construcción de dicho canal: todo 
esto bajo las bases contenidas en el Real decreto 
de concesión. A esto únicamente está reducida 
la acción administrativa en el negocio del canal. 
Lo demás ya es un asunto privado, un asun- 
to entre partes que pertenece á la jurisdic- 
ción ordinaria, y que nada se roza con la 
A dministracion. 



24 

De modo que el considerando del Juez de Ta- 
majon prueba todo lo contrario de lo que inten- 
ta, porque el interdicto interpuesto por el Mar- 
qués no es contrario á la Administración y sus 
actos, sino á favor de ella y de las condicio- 
nes con que se concedió. Una de estas condi- 
ciones, y de las mas principales, fué dejar á sal- 
vo el derecho de propiedad, respetar los derechos 
anteriores adquiridos por justos y legítimos títu- 
los, porque la Administración no puede ni quie- 
re lastimar los derechos de los particulares 
que la ley protege. 

De lo cual se sigue que envolviendo la con- 
cesión del canal por su naturaleza misma la cláu- 
sula de «sin perjuicio de tercero,» que la hace coiv- 
dicional y revocable por la oposición legítima 
de un particular; y habiendo el Gobierno declara- 
do espresamente en la Real orden de 31 de mar- 
zo de 1863, dada á instancia del Marqués, y que 
obra en autos, que hizo la concesión del canal 
con la cláusula de respetar la propiedad age- 
na; de toda esta doctrina es consecuencia legí- 
tima que los Jueces de primera instancia 
pueden admitir interdictos posesorios con- 
tra dichas concesiones^ porque el fallo de 
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los Tribunales no recae sobre el acto admi- 
nistrativo de la concesión, sino sobre la 
condición con que fué otorgada. El inter- 
dicto en estos casos no se opone al acto admi- 
nistrativo, ni lo modifica, sino que conduce á de- 
clarar que existe un derecho anterior, que la 
concesión del Gobierno dejó á salvo. 

Para ilustrar mas esta cuestión conviene te- 
ner presente, que son de dos clases los intereses 
que nacen de todas aquellas cosas que se llaman 
de aprovechamiento común, como por ejemplo 
los pastos, las aguas de los ríos, etc. De estos 
intereses, unos se refieren á la navegación, al 
aprovechamiento de las aguas, á la pesca, etc.; 
y otros nacen del derecho de propiedad, del do- 
minio, de la posesión, de la pertenencia de las 
aguas, de la pesca, ó de cualquiera otra cosa se- 
mejante. El conocimiento y la resolución de los 
primeros corresponde á la Administración: el de 
los segundos toca á los Tribunales ordinarios. 

Concretándonos, pues, al caso presente, tene- 
mos que el espediente gubernativo está termina- 
do; que la acción administrativa ha concluido; 
que los concesionarios del canal han entrado en 
posesión de lo que les concedió el Gobierno: y la 
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prueba evidente de esto es que las obras del ca- 
nal empezaron hace mas de un año. 

Pues bien, hallándose los concesionarios due- 
ños y poseedores del derecho que les concedió 
el Gobierno de aprovecharse de las aguas del rio 
Henares, salvo el derecho de propiedad, de do- 
minio, y de posesión anterior de estas mismas 
aguas, la intervención administrativa con- 
cluyó; la Administración llenó su objeto^ 
distribuyendo como ha tenido por conve- 
niente las aguas del rio Henares, que son 
de aprovechamiento común. Ahora comienza 
la intervención de los Tribunales ordinarios, 
para conocer de las cuestiones del dominio de 
esas aguas, para que se cumpla la condición 
con que el Gobierno concedió á la Sociedad 
Ibérica de Riegos el aprovechamiento de ellas: 
la condición de respetar el derecho de pro- 
piedad. Ahora, de lo que se trata es de averiguar 
y de saber qué aguas ha concedido el Gobierno 
para ese canal, y qué aguas corresponden al Mar- 
qués de Morante con arreglo á los títulos de pro- 
piedad de su hacienda de La Esgarabita; y esta 
es una cuestión de dominio, una cuestión de po- 
sesión antiquísima con justísimos títulos, y por 
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consiguiente de competencia esclusiva de los Tri- 
bunales ordinarios. 

Y esto no lo afirma el Marqués de Morante 
por su simple dicho, lo dice la Real orden de 31 
de marzo de 1863 que obtuvo á su favor, que he- 
mos citado y copiado arriba, y que se halla uni- 
da á los autos. En ella se leen estas palabras: 
«Que no es posible adicionar la condición que 
«pretende el Marqués (la de que los concesiona- 
rios respeten sus derechos en la via administra- 
»tiva), por no haber presentado su reclamación 
»en el tiempo señalado durante la instrucción de 
»los espedientes (que son 30 dias) incoados en 
westa provincia y en la de Guadalajara, con suje- 
»cion á lo prevenido en la Real orden de 14 de 
«marzo de 1846.» 

Aqui vemos claramente que la acción ad- 
ministrativa ha concluido; y aunque el Mar- 
qués la intentó ante el Gobierno para hacer va- 
ler sus derechos, porque los actos administrati- 
vos no pueden ser interpretados, ni reformados, 
ni anulados* sino por la Administración misma, 
el Gobierno se la negó, fundando su negativa en 
que habia espirado el término para hacerla, 
marcado en la Real orden de 14 de marzo de 1846. 
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Pero penetrado el Gobierno de la notoria justi- 
cia con que reclama el Marqués que se respeten 
sus derechos, le dijo que la concesión del canal 
del Henares, como todas las de su clase, no iri'- 
vade el derecho común, y por lo tanto se en- 
tienden hechas con la cláusula de dejar á sal- 
vo el derecho de propiedad, y sin perjuicio 

de tercero Y por último, le declaró el derecho 

de formular su reclamación como m^ejor crea 
conveniente ante loa Tribunales com,peten- 
tes. Luego es claro que el Gobierno mismo (úni- 
co que en los actos administrativos puede inter- 
pretar las dudas, si las hubiere) ha decidido que 
la via administrativa se cerró por completo 
para el Marques de Morante; y que contra una 
concesión que no invade el derecho común pue- 
de hacer su reclamación, como mejor crea 
convenirle ante los Tribunales competentes. 
Tratándose, pues, de ventilar una cuestión de 
derecho común, los Tribunales competentes son 
los onlinarios. Y como el Gobierno declaró ade- 
más que el Marqués puede hacer su reclamación 
como mejor ci^ea convenirle, en la conve- 
niencia del Marqués está (y hasta en la de sus 
contrarios) el usar de un interdicto de obra nue- 
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va, en cuya sustanciacion la Sociedad Ibérica 
de Riegos puede dejar á salvo los derechos del 
Marqués (si procede de buena fé), de la misma 
manera que dejó á salvo en la via administrativa 
los derechos de D. Juan Luciano Balez, de Don 
Luis Manglano, y de los Ayuntamientos de Me- 
jorada y de Velilla, como dijimos arriba. 

Que la Real orden de 8 de mayo de 1839 solo 
prohibe los interdictos en cuanto tienen por ob- 
jeto dejar sin efecto las providencias legítimas de 
la Administración, es doctrina tan clara y tan 
corriente que son muchas las decisiones del Con- 
sejo Real en este sentido, y forman una jurispru- 
dencia tan uniforme como respetable. 

Ya queda dicho que el abuso de los interdictos 
paralizaba la acción administrativa, y producia 
conflictos entre las autoridades. 

Para remediar este mal se dio la Real orden 
de 8 de mayo de 1839, cuyo espíritu y cuj'^a ten- 
dencia era y es hacer efectiva la independencia 
de la Administración del poder judicial, así como 
este es independiente de la Administración. Esta 
independencia recíproca se quebrantaría si al- 
guna autoridad del orden administrativo, ó del 
orden judicial impidiese la ejecución de los actos 
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emanados de cualquiera autoridad del orden dis- 
tinto. 

Competen á la Administración los intereses 
colectivos, y por consiguiente tiene sus límites 
precisos y exactos. Donde no hay colectividad, 
no puede haber materia administrativa. 

Competen al poder judicial los intereses de los 
particulares, los intereses privados, y tiene tam- 
bién sus límites bien claros. 

Pero aconteciendo con frecuencia que los par- 
ticulares que se sentían lastimados en sus intere- 
ses por cualquiera medida administrativa, acudían 
á los tribunales ordinarios por medio de un inter- 
dicto para hacer ineficaz la providencia adminis- 
trativa, fué preciso dar una orden general que 
cortara ese abuso, que evitara esa invasión del 
poder judicial en el orden administrativo. A esto 
únicamente está lim,itada la prohibición de los 
interdictos contenida en la Real orden de 8 de 
mayo de 1839. 

Mas como generalmente solemos exagerar las 
cosas pasando de un estremo á otro, los Gefes po- 
líticos creyeron que por la citada Real orden es- 
taban prohibidos todos los interdictos y en todas 
materias; y comenzaron á suscitar competencias 
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á cada momento á los Jueces de primera instancia 
invadiendo las atribuciones del poder judicial: de 
modo que la mala inteligencia de esta Real 
orden produjo el abuso contrario, la intrusión de 
la Administración en las atribuciones exclusivas 
del poder judicial. 

Las cosas llegaron á punto de ser indispensable 
cortar este nuevo mal, no menos perjudicial que 
el anterior, porque el Gobierno no debe atender 
á los intereses públicos con una solicitud tan 
grande que deje desatendidos los intereses de los 
particulares; ni menos desamparar á estos por fa- 
vorecer demasiado á aquellos. 

De desear sería que el Gobierno hubiera dado 
otra orden aclaratoria ó esplicatoria de la de 8 de 
mayo de 1839, para que teniéndola siempre á la 
vista los Gobernadores de las provincias no sus- 
citaran competencias improcedentes en materia 
de interdictos. 

Pero ya que hasta ahora no se ha hecho así, 
el Consejo Real, y hoy el de Estado, han formado 
una jurisprudencia clara y uniforme en esta ma- 
teria, como digimos anteriormente. 

Importante á todas luces y decisiva fue la 
PRIMERA resolución que tomó el Consejo Real para 
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aclarar y esplicar la Real orden de 8 de mayo 
de 1839, y tijar la jurisprudencia en materia de in- 
terdictos, decidiendo á favor de la autoridad judi- 
cial la competencia suscitada entre el Gefe polí- 
tico de Valencia y uno de los Jueces de primera 
instancia de la misma ciudad sobre la construc- 
ción de un partidor para riegos en la acequia de 
Marqueta, y el hecho pasó de esta manera: 

«En 19 de julio de 1843 el Marqués de Malfe- 
»rit, D. Luis Orellana y Manuel Ariño, reclama- 
»ron ante dicho Juez por medio de interdicto la 
wposesion de regar sus tierras, en la huerta de 
rtAlboraya, con el agua de los manantiales de la 
))acequia del molino: posesión que en varias épo- 
»cas desde el año de 1822 hablan recobrado y 
«defendido por este mismo medio, y de que á la 
wsazon se hallaban privados á causa del partidor 
»que se estaba construyendo en dicha acequia, 
))sin saber por disposición de quién: Que admitida 
»la información sumaria que sobre ello ofrecieron, 
»proveyó el Juez un auto restitutorio, disponiendo 
))se oficiara al Alcalde del indicado pueblo , á fin 
»de que dentro de veinticuatro horas quedase 
«destruido el referido partidor. Que puesta por 
))dicho Alcalde esta providencia en noticia del Gefe 
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«político, dirigió este una comunicación al Juez, 
«manifestándole que en 15 de setiembre de 1840, 
«después de instruido el oportuno espediente, 
»se habia autorizado por aquel Gobierno polí- 
»tico á D. Joaquin Cátala de Monsonis, D. Juan 
«Mustieles y D. Manuel Benedito para aprove- 
»char cierta parte de los insinuados manantiales, 
«sin perjuicio del riego de terrenos inferiores, sien- 
«do este aprovechamiento el objeto del partidor 
«que el Juez habia mandado destruir: Que después 
«de varias contestaciones sobre el particular, pro- 
«movió el Gefe político la competencia de que se 
«trata:=Vista la Real orden de 8 de mayo de 1839, 
«que conformándose con el dictamen del Tribu- 
«nal Supremo de Justicia, prohibe la admisión de 
«interdictos de manutención y restitución contra 
«providencias administrativas de los Ayuntamien- 
«tos y las Diputaciones provinciales: 

«Considerando: 1.° Que la cuestión ÚNICA que 
«ofrece en el fondo este negocio, reducida á si el 
«permiso concedido por el Gefe político de Valen- 
«cia á D. Joaquin Cátala de Monsonis, D. Juan 
«Mustieles, y D. Manuel Benedito perjudica ó no 
«el derecho del Marqués de Malferit, D. Luis 
«Orellana, y Manuel Ariño, es una cuestión enfTe 
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y^p articulares, una cuestión de interés priva- 
ndo, que como todas las de esta clase, por punto 
Mgeneral toca á los Tribunales decidir: 2.° Que 
»esta decisión, acordada ya en este asunto inte- 
»rinamente por el Juez de primera instancia 
»en juicio sumarisimo no se Opone A la 

«PROVIDENCIA PERMISIVA DE DICHO GEFE, NI 
»LA MODIFICA, PUESTO QUE SEMEJANTE DEaSlON 
»NO ES MAS QUE UNA DECLARAOON IMPUCITA 
»DE QUE NO EXISTE EL CASO ÚNICO PARA QUE 
»EL PERMISO SE CONCEDIÓ, QUE FUE EL DE NO 
DCAUSAR SU USO PERJUIOO A TERCERO, POR 
«TODO LO CUAL NO ES APLICABLE LA CITADA 
»REAL ORDEN A ESTA COMPETENCIA! Sc dccide 

»á favor de la autoridad judicial, etc,=Madrid 7 
»de noviembre de 1846.»=Esta decisión se halla 
inserta en la Colección legislativa, tomo 39, n.° 66, 
año de 1846. 



Su contesto es tan claro, tan directo, y tan 
semejante al interdicto entablado por el Marqués, 
que casi son idénticos, como lo conocerá dema- 
siado la superior ilustración de V. E. 
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Pueden servir también para confirmar esta 
Jurisprudencia, primeramente la decisión de la 
competencia suscitada entre el Gefe político de 
Alicante y el Juez de primera instancia de Denia, 
que se resolvió á favor de este por Real decreto 
de 25 de agosto de 1847, inserto en la Colección 
legislativa, tomo 41, número 68, año de 1847. 

El Ayuntamiento de Sanet y Negrals concedió 
á D. José Oliver, bajo ciertas condiciones, el apro- 
vechamiento de las aguas del rio Girona para el 
movimiento de un molino suyo. Habiendo prin- 
cipiado Oliver, en uso de esta concesión, á eje- 
cutar las obras que creyó convenientes, el Mar- 
qués de Vallehermoso, dueño de otro molino 
situado en la parte superior, suponiendo que por 
efecto de dichas obras iba á quedar este sin 
agua, acudió mediante el oportuno interdicto de 
manutención al referido Juez de Denia, el cual 
admitió el interdicto. El Gefe político de Ahcan- 
te promovió la competencia, fundado (en los mis- 
mos términos que lo ha hecho el Juez de Tama- 
jon) en la Real orden de 8 de mayo de 1839, 
que no permite la admisión de interdictos de esta 
clase contra providencias de los Ayuntamientos 
sobre cosas tocantes á sus atribuciones. A pesar 
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de esto, el Consejo Real decidió la competencia 
á favor del Juez de Denla, declarando implícita- 
mente que procedía el interdicto. Los fun- 
damentos que tuvo el Consejo para dar esta 
sentencia, fueron: Que cuando la concesión he- 
cha por un Ayuntamiento envuelve por su na- 
turaleza la cláusula de «sin perjuicio de tercero,» 
que la hace condicional, es evidente que el Juez 
declara con la admisión del interdicto, que existe 
ese perjuicio de tercero, y no decide sobre la 
concesión, sino sobre la condición con que fué 
otorgada, y que es preciso que se verifique para 
que tenga efecto la concesión. Y que siendo pu- 
ramente privado el interés que ofrece un nego- 
cio, no puede exigirse á su favor la protección ad- 
ministrativa, reservada por punto general, j^a para 
los colectivos de la agricultura, ya para los de la 
industria. 

La segunda competencia (también sobre apro- 
vechamiento de aguas), decidida á favor de la auto- 
ridad judicial por el Consejo Real, lo fue en 29 de 
diciembre de 1847. Esta competencia la promovió 
el Gefe político de Alicante al Juez de primera ins- 
tancia de Callosa de Ensarriá, á consecuencia de 
haber concedido dicho Gefe político permiso á 
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D. Francisco Martínez para aprovechar las aguas 
perdidas del rio de la Salud á fin de conducirlas á 
un molino de su propiedad. El Gefe político se fun- 
dó también para sostener la competencia y que 
se desechara el interdicto, en la célebre Real or- 
den de 8 de mayo de 1839 (único fundamento en 
que se apoya el Juez de Tamajon para desechar 
el interdicto del Marqués), y el Consejo Real deci- 
dió la competencia á favor del Juez de Callosa 
de Ensarna (y por consiguiente admitió el inter- 
dicto), fundándose en el considerando segundo de 
la sentencia, en que la concesión obtenida por 
Martínez para aprovechar las aguas del rio Salud 
debió entenderse, como todas las de esta es- 
pecie, otorgada sin perjuicio de tercero, por lo 
cual la citada Real orden de 8 de mayo de 1839, 
que en su espíritu abraza las providencias de los 
Gefes políticos, no es aplicable á esta competen- 
cia. Esta decisión, que lleva la fecha de 29 de di- 
ciembre de 1847, como hemos dicho, se halla in- 
serta en la Colección legislativa, año de 1847, 
tomo 42, número 103. 

La tercera competencia, decidida por el Con- 
sejo Real á favor de la autoridad judicial, fué 
también promovida por el Gefe político de AH- 
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cante al citado Juez de Callosa de Ensarna, con 
motivo de la denuncia hecha ante dicho Gefe 
político por Antonio Llorens, acequiero del riego 
de Planet, acerca del aprovechamiento del agua 
de una fuente. Esta competencia se decidió por 
Real decreto de 15 de marzo de 1848, y se halla 
inserta en la C!oleccion legislativa, año de 1848, 
tomo 43, número 41. 

El hecho pasó de esta manera. Antonio Llo- 
rens, acequiero del riego del Planet, denunció 
ante el Juez de primera instancia á cuatro vecinos 
de Polop por haber cortado el agua de la fuente 
de la Mata y Tosalet para regar sus tierras, y pi- 
dió que se impusiera á cada uno la multa de 
veinticinco libras. El Juez accedió, y señaló el 
término de tres dias para el pago de la multa, 
ó para dar razón del derecho en que fundaban 
sus pretensiones. Comparecieron los multados, y 
mediante la información sum,aria que les 
admitió el Juez, acreditaron que desde tiempo in- 
memorial se hallaban en posesión de aprovechar 
el agua de la citada fuente para el riego de sus 
tierras, dejando la sobrante para el riego del Pla- 
net. El Juez, en vista de esta información, dio á 
favor de los cuatro vecinos de Polop un auto de 
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interdicto restitutorio de la posesión^ con- 
denando en las costas al denunciador Antonio 
lilorens. Estando pendiente este litigio, los cuatro 
vecinos de Polop denunciados por Llorens, acre- 
ditaron, con un informe del Ayuntamiento de 
Polop, que el terreno donde nace la citada fuente 
de la Mata y Tosalet fue segregado de su tér- 
mino y agregado al término de Nucía en el año 
de 1843. El Ayuntamiento de Nucía recurrió al 
(jefe político exponiendo que el agua de la citada 
fuente, antes de entrar en la acequia principal, 
regaba algunos campos de varios vecinos del 
pueblo de Polop, y como no habia ordenanzas 
para el riego, se cometían abusos perjudiciales, 
para cuya represión el Ayuntamiento fijó turno 
para regar, imponiendo multas á los contraven- 
tores; y que habiendo tenido noticia el citado 
Ayuntamiento, de que algunos de los dueños mul- 
tados habían acudido al Juez de primera instím- 
cia para que dejara sin efecto las condenas, se 
creía el Ayuntamiento en el caso de escitar la 
autoridad superior del Gefe político para que re- 
clamara el conocimiento de este asunto. 

Efectivamente lo reclamó el Gefe político, 3^ 
entabló la competencia con el Juez de Callosa, 
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fundándola en el artículo 80, párrafo 2.° de la ley 
de 8 de enero de 1845, que autoriza á los Ayun- 
tamientos para arreglar por medio de acuerdos el 
disfrute de los pastos, aguas y demás aprovecha- 
mientos comunes, donde no haya un régimen 
especial autorizado competentemente. 

Fundó también la competencia en la célebre 
Real orden de 8 de mayo de 1839, que declara 
ineficaces los interdictos restitutorios contra pro- 
videncias de los Ayuntamientos sobre cosas que 
la ley somete á su autoridad. 

Y sin embargo de estos fundamentos y de ser 
este un caso muy notable, porque á lo menos 
en la apariencia y á primera vista parece 
que el interdicto admitido por el Juez dejaba 
ineficaz la providencia del Ayuntamiento en el 
arreglo del disfrute de las aguas, que es una de 
las atribuciones que la ley somete á su auto- 
ridad, el Consejo Real decidió la competencia á 
favor de la autoridad judicial, ó lo que es lo mis- 
mo, declaró que procedia el interdicto. 

Los considerandos ó fundamentos que tuvo el 
Consejo Real para esta resolución, fueron: 1.° Que 
la denuncia del acequiero del riego del Planet, 
Antonio Llorens, no se fundó en la infracción del 
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acuerdo del Ayuntamiento de Nucía, sino en que 
el n^o del agua de la fuente de la Mata y To- 
salet, hecho por los denunciados, era una usur- 
pación del derecho que tenia á la misma 
agua el citado riego del Planet. 2.° Que la 
reclamación de los denunciados (los cuatro ve- 
cinos de Polop) y el auto proveído á su favor en 
consecuencia de la denuncia por el Juez de pri- 
mera instancia de Callosa de Ensarriá, tuvieron 
por objeto la reparación del despojo causado 
á los mismos con las multas que el Juez les im- 
puso. 3.° Que el indicado acuerdo del Ayunta- 
miento de Nucía está indudablemente dentro del 
círculo de sus atribuciones, ya porque siendo de 
interés público que no se malverse el elemen- 
to de riqueza que las aguas corrientes constitu- 
yen, puede la Administración adoptar para im- 
pedirlo las medidas que estime, ya porque reci- 
biendo la acequia principal, á la que no puede 
disputarse el concepto de aprovechamiento co- 
mún, el agua sobrante de la indicada fuente, pue- 
de y debe considerarse la misma agua como parte 
del aprovechamiento y sujeta á la facultad de que 
según la citada ley goza y usó el referido cuerpo. 
4.° Que aun cuando esto sea así, no puede decirse 
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que el Juez reformó directa ni indirectamen- 
te el acuerdo del Ayuntamiento , puesto que 
el efecto principal de su providencia se redujo á 
restituir á los denunciados en una posesión 
que el Ayuntamiento reconoce y respeta en 
el hecho de limitarse, como se limita en lo 
acordado, á regularizar en el interés co- 
mún el u^o del derecho á que se refiere esta 
posesión. 5." Finalmente, que por todo ello es 
manifiesto que el auto del interdicto restitu torio 
del Juez no se dirijió contra la providencia del 
Ayuntamiento, y en consecuencia que no tiene 
aplicación al presente caso la Real orden igual- 
mente citada de 8 de mayo de 1839. 

La cuarta competencia (también sobre aprove- 
chamiento de aguas) decidida á favor de la auto- 
ridad judicial por el Consejo Real, lo fue en 27 
de julio de 1848, y se halla en la Colección le- 
gislativa, año de 1848, tomo 44, núm. 52. Esta 
competencia fue suscitada entre el Gefe político 
de Valencia y el Juez de primera instancia de 
Moneada, y el hecho que dio lugar á ella pasó 
del modo siguiente. 

Don Juan Bautista Lluesma, vecino de dicha 
villa de Moneada, obtuvo permiso del Ayunta- 
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miento para utilizar en el riego de sus tierras 
las aguas de una pequeña acequia, que aprovecha- 
ba también D. José Cabrera para regar un huer- 
to de su pertenencia. Usando Lluesma de este 
permiso, A220 la obra que creyó adecuada 
á su objeto en el cajero (ó caja de aguas) de 
la indicada acequia. A consecuencia de esto Ca- 
brera intentó ante el referido Juez un interdicto 
restitutorio, fundándose en que por ser suyo el 
dicho cajero, y por pertenecerle asimismo pri- 
vativamente el disfrute de las aguas que por él 
corrían, lo practicado por Lluesma era un ver- 
dadero despojo. El Juez no se creyó con facul- 
tades para entender en este negocio, y dio un 
auto para que Cabrera usase de su derecho donde 
correspondiera. Cabrera insistió en la presenta- 
ción de su interdicto, y para apoyarlo presentó 
un testimonio á fin de acreditar el resultado fa- 
vorable que tuvo para él otro interdicto análogo 
al pendiente, intentado por su tutor el año 
de 1828 contra Pedro Lapiedra. El Juez accedió 
á esta nueva instancia, y revocando por con- 
trario impemo el auto anterior, admitió el 
interdicto presentado por Cabrera. 

El Gefe político de Valencia promovió enton- 
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ees competencia al citado Juez de primera instan- 
cia de Moneada, fundándola únicamente en la tan- 
tas veces citada Real orden de 8 de mayo de 1839, 
según la cual no pueden admitirse interdictos de 
amparo y restitución contra providencias de los 
Ayuntamientos sobre cosas de su atribución 
legal. 

Y sin embargo de esto el Consejo Real decidió 
esta competencia á favor de la autoridad judicial, 
y por consiguiente declaró que procedía el inter- 
dicto restitutorio, fundándose: 1° en que el permiso 
concedido por el Ayuntamiento de Moneada á Don 
Juan Bautista Lluesma llevaba envuelta la cláu- 
sula de sin perjuicio de tercero, porque solo 
con ella puede otorgar la Administración 
permisos de esta clase; y 2.° que siendo esto 
así, el auto del interdicto restitutorio dictado por el 
Juez de primera instancia de Moneada no hizo mas 
que declarar la ecciMenda de este perjuicio , 
y por consiguiente no puede decirse que es opuesto 
al citado permiso del Ayuntamiento en sí mismo, 
ni tampoco que lo modifica, por lo cual la citada 
Real orden de 8 de mayo de 1839 no es aplicable 
al presente caso. 

La misma doctrina, la misma jurisprudencia 
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que ha establecido el Consejo Real acerca del apro- 
vechamiento y disfrute de aguas, estableció res- 
pecto al acotamiento y cerramiento de tierras (aun 
aquellas que proceden de Señoríos) que es otra de 
las atribuciones de los Ayuntamientos. 

Decidióse, pues, á favor de la autoridad judicial 
en 22 de agosto de 1848 la competencia suscitada 
entre el Gefe político de Badajoz y el Juez de pri- 
mera instancia de Fregenal de la Sierra con mo- 
tivo de haber introducido los vecinos de Burgui- 
Uos sus ganados en unas dehesas del Duque de 
Osuna; y se resolvió que si la ley autoriza á los 
Ayuntamientos para arreglar el uso de los apro- 
vechamientos á que el común tenga derecho, no 
' los faculta para decidir sobre este derecho, 
cuando un tercero lo disputa. 

También para sostener esta competencia se 
fundó el Gefe político de Badajoz en la citada Real 
orden de 8 de mayo de 1839, y el Consejo Real de- 
cidió la competencia á favor del Juez de primera 
instancia de Fregenal de la Sierra, fundándose en 
que aunque los Ayuntamientos, por la ley de 8 de 
enero de 1845, artículo 80, párrafo 2.°, tienen la 
atribución de arreglar el disfrute de los pastos y 
demás aprovechamientos comunes, no los faculta 
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dicha ley para decidir sobre este derecho cuando 
un tercero lo disputa, como sucede en el pre- 
sente caso, por lo cual no tiene aplicación al mis- 
mo la Real orden igualmente citada de 8 de mayo 
de 1839. (Puede verse en la Colección legislati- 
va, 1848, tomo 44, número 59.) 

Citaremos también una ruidosa competencia 
suscitada entre la Sala 2." de la Audiencia de Va- 
lencia y el Gefe político de la misma provincia con 
motivo del pleito que sobre aprovechamiento de 
aguas pendia en la referida Audiencia entre los 
pueblos de Benifairó y Tabernes, que se decidió 
también á favor de la autoridad judicial. Entre sus 
considerandos hay uno (que es el sesto) muy nota- 
ble, porque en él decide el Consejo Real: Que la 
incompetencia de la Administración en el derecho 
esclusivo de aprovechar ciertas aguas es notoria, 
porque este derecho es una propiedad igual 
absolutamente ante la ley al dominio que se 
ejerce sobre la^ demás cosas. La fecha del 
decreto es de 3 de octubre de 1849, y se halla 
en la Colección legislativa, 1849, tomo 48, nú- 
mero 58. 

Citaremos por último otra competencia recien- 
tísima que acaba de resolver ahora el Consejo de 
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Estado en pleno, decidiéndola á favor de la Autori- 
dad judicial con fecha 2 de junio del corriente año 
de 1864, y se halla inserta en la Gaceta de Madrid 
de 1.° de julio del mismo año. Suscitóse esta com- 
petencia entre el Gobernador de la provincia de 
Murcia y el Juez de primera instancia de Totana, 
y el hecho pasó de esta manera. 

Pedro Martínez Munuera solicitó permiso del 
Ayuntamiento de Alhama para utilizar unas aguas 
llovedizas de las vertientes de la Sierra de Muela, 
que formaban un rambUzo en terrenos concejiles. 
Concedido el permiso por el Ayuntamiento, Don 
Francisco Méndez Trujillo presentó en el Juzgado 
de Totana un interdicto contra Pedro Martinez 
Munuera, por haberle despojado de la posesión en 
que desde tiempo inmemorial estaba de aprove- 
char las aguas turbias llovedizas de la Sierra de 
Muela para el riego de una finca de su pro- 
piedad. 

Sustanciado el interdicto sin audiencia del des- 
pojado, se dictó auto restitutorio condenando á Mar- 
tinez Munuera. Acudió este al Gobernador de la pro- 
vincia solicitando que requiriera al Juez para que 
se inhibiese, y acompañando el espediente de con- 
cesión formado en el Ayuntamiento de Alhama. 
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El (roberiiador, conforme con el Consejo pro- 
vincial, requirió de inhibición al Juez, fundándose 
(entre otras disposiciones) en la Real orden de 8 de 
mayo de 1839. El Juez, sin embargo, se estimó 
competente de acuerdo con el Promotor Fiscal por 
las razones que alegó, y constan en el Real decreto 
publicado en la Gaceta. 

El Gobernador insistió en su requerimiento, de 
lo cual resultó la competencia, que resolvió el 
Consejo de Estado á favor de la Autoridad judicial, 
como queda dicho, fundándose , entre otras razo- 
nes, en que por mas que sea materia administrativa 
el aprovechamiento de aguas públicas, su conce- 
sión está sujeta á condiciones que garanti- 
zan los derechos preejcistentes, y mientras no 
se obtenga esta en la debida forma, no puede cau- 
sar efecto, y menos en perjuicio de tercero. 

Pueden consultarse también en la Colección le- 
gislativa las competencias siguientes, decididas á 
favor de la Autoridad judicial, para probar que se 
puede usar de los interdictos á pesar de la Real 
orden de 8 de mayo de 1839 cuando no se trata de 
impedir las providencias administrativas, sino de 
amparar y protejer el derecho preexistente de un 
tercero. 
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Se decide á favor de la autoridad judicial la 
competencia suscitada entre el Gobernador de la 
provincia de Tarragona y el Juez de primera ins- 
tancia de Valls. La decisión es de 31 de julio de 1850, 
en la que se resolvió, entre otras cosas, que la de- 
claración de dominio por título propio es en todo 
caso una cuestión de pertenencia, en la cual, co- 
mo en todas las de su clase, la autoridad pú- 
blica pierde este carácter tomando el de 
persona particular sujeta al derecho co- 
mún. Se halla inserta en la Colección legislativa, 
tomo 50, número 32, año de 1850.=Esta resolu- 
ción es muy notable, y dignos de leerse los 
considerandos 3.° 2/4." 

La competencia entre el Gobernador de la pro- 
vincia de Lérida y el Juez de primera instancia 
de Solsona, resuelta en 6 de noviembre de 1850, 
é inserta en la Colección legislativa, tomo 51, nú- 
mero 50, año de 1850. 

La competencia suscitada entre el Gobernador 
de Logroño y el Juez de Cervera, con motivo de 
la providencia de amparo dictada por éste á ins- 
tancia del Alcalde de Cervera, resuelta en 14 de 
abril de 1852, é inserta en la Colección legislativa, 
tomo 55, número 23, año de 1852. 
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La competencia suscitada entre el Gobernador 
de Santander y el Juez de Torrelavega, con mo- 
tivo de haber denunciado D. Manuel Ceballos las 
obras de recomposición del molino de la Hoyuela, 
resuelta en 3 de noviembre de 18o2, é inserta en 
la Colección legislativa, tomo 57, número 66, año 
de 1832.=^* muy notable y digno de leerse 
el considerando 2." de esta sentencia. 

La competencia entre el Gobernador de Falen- 
cia y el Juez de Saldaña sobre el conocimiento de 
un interdicto de amparo entablado por D. Andrés 
García, resuelta en 31 de agosto de 1833, é in- 
serta en la Colección legislativa, tomo 39, nú- 
mero 35, año de 1853. =^« también digno de 
leerse el único considerando de esta sen- 
tencia. 

La competencia entre el Comandante del ter- 
cio naval de Santander y el Juez de primera ins- 
tancia de la misma ciudad en el interdicto promo- 
vido por D. Gerónimo Pujol, pidiendo se le ampa- 
rase en la posesión de un terreno de su propiedad, 
que se habia concedido al contratista de las obras 
del ferro-carril de Isabel 11 para remojar ciertas 
maderas, resuelta en 2 de diciembre de 1853, é in- 
serta en la Colección legislativa, tomo 60, núme- 
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ro 46, año de 1853.=Los considerandos son 
también esplicitos. 

La competencia entre el Gobernador de Lugo 
y el Juez de primera instancia de dicha ciudad, con 
motivo del interdicto posesorio entablado ante 
dicho Juez por la Condesa viuda de Pallares, re- 
suelta en 3 de diciembre de 1856, é inserta en la 
Colección legislativa, tomo 70, número 13, año 
de \^^^.^== El penúltimo considerando es de- 
cisivo, porque claramente dice que la Real orden 
de 8 de mayo de 1839, solo prohibe los interdictos 
restitutorios en cuanto por su medio se intente 
dejar sin efecto una providencia legalm,en- 
te adTninistrativa. 

La competencia entre el Gobernador de la pro- 
vincia de Badajoz y el Juez de primera instancia 
de Mérida, con motivo del interdicto posesorio en- 
tablado ante este por la Duquesa de la Roca, re- 
suelta en 24 de diciembre de 1856, é inserta en la 
Colección legislativa, tomo 70, número 24, año 
de 1856. 

La competencia entre el Gobernador de Gerona 
y el Juez de Olot, con motivo de haber presentado 
ante este un interdicto de amparo D. Ignacio Sa- 
yol y Doña María Ana Albert. En el conside- 
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rando 3." de esta sentencia se dice espresa- 
niente, que la Real orden de 8 de mayo de 1839 
solo prohibe los interdictos en cuanto tienen por 
objeto dejar sin efecto las providencias legítimas 
de la Administración. Fue resuelta en 7 de enero 
de 1857, y se halla inserta en la Colección legisla- 
tiva, tomo 71, número 4, año de 1857. 

La competencia suscitada entre el Gobernador 
de Valencia y el Juez de Liria, con motivo de un 
interdicto posesorio presentado ante este por An- 
tonio Marqués contra la Junta de Beneficencia de 
Benaguacil, resuelta en 4 de marzo de 1857, é 
inserta en la Colección legislativa, tomo 71 , nú- 
mero 31.= En el considerando 2." se dice que 
queda Justificada la procedencia del inter- 
dicto, y sin aplicación la Real orden de 8 de 
mayo de 1839. 

La competencia suscitada entre el Goberna- 
dor de la provincia de Huelva y el Juez de Val- 
verde del Camino, con motivo del interdicto pose- 
sorio interpuesto por D. Rafael de los Santos, re- 
suelta en 25 de diciembre de 1857, é inserta en la 
Colección legislativa, tomo 74, número 71, año 
de 1857. =En el considerando 2." de esta sen- 
tencia se dice espresamente: «que el interdicto 
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»propuesto no ha contratado á la Real orden 
»de 8 de mayo de 1839, que solo prohibe los 
^interdictos en cuanto tienen por objeto de- 
y^jar sin efecto las pt^o videncias legitimas de 
>ila Administración.» 



Debe advertirse también, que el interdicto de 
obra nueva es el mas equitativo de todos los inter- 
dictos, y mas bien puede decirse que favorece los 
intereses del denunciado ó constructor de la obra 
que los del denunciador. Con efecto, este interdicto 
es una especie de notificación judicial que se hace 
al denunciado, para que sepa á tiempo los gra- 
ves perjuicios á que se espone construyendo una 
obra que no tiene derecho á construir. Es una pro- 
testa del denunciador, para que en ningún tiempo 
se crea que consiente una obra que ha de dañarle 
en lo sucesivo. 

Pero tal vez se dirá que la suspensión de la 
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obra puede producir gravísimos perjuicios al de- 
nunciado ó al que la construye. 

Mas la ley ha previsto ya este caso, y proveído 
á su remedio desde el Derecho Romano hasta nues- 
tros dias. La ley de enjuiciamiento civil, en su ar- 
tículo 745, concede al dueño de la obra suspendida 
el derecho á pedir autor^izaeion para conti- 
nuarla, previniendo que el Juez accederá á esta 
solicitud si de la suspensión de la obra se siguieren 
grandes perjuicios, con tal que el que la hubiere 
formulado dé fianza suficiente á su juicio 
para responder de la demolición y de la in- 
demnización de los perjuicios que de conti- 
nuarse puedan seguirse, si así se mandare 
por ejecutoria. 

Se ve, pues, que este interdicto es esencial- 
mente equitativo, y que conciha muy bien los in- 
tereses del denunciador y del denunciado, que es 
el dueño de la obra. 

El primero queda asegurado con la caución de- 
molitoria, ó sea con la fianza que se le obliga á 
prestar de demoler la obra si fuere vencido enjui- 
cio su contrario. Y á este se aseguran sus intere- 
ses permitiéndole la continuación de la obra , que 
quedará concluida, y surtirá sus efectos, si el dueño 
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de ella vence enjuicio al denunciador. Estti es una 
consideración que el Marqués suplica al tribu- 
nal SE SIRVA TENERLA MUY PRESENTE PARA LA 

RESOLUCIÓN DE ESTE NEGOCIO. El Marqués quiere 
lograr por medio de este interdicto lo que D. Juan 
Luciano Balez , D. Luis Manglano y los Ayunta- 
mientos de Velilla de San Antonio y de Mejorada 
del Campo lograron por la via administrativa, esto 
es, que se respeten sus derechos. Eso pretende 
el Marqués: que la Sociedad Ibérica de Riegos re- 
conozca y respete todos sus derechos con 
arreglo á los títulos de propiedad que po- 
see; títulos que ha examinado la misma Sociedad, 
ó sea su Director gerente, y también sus letrados 
consultores el Excmo. Sr. D. Manuel Cortina, y el 
Sr. D.Juan Pérez Sanmillan, por habérselos fran- 
queado el Marqués confidencialmente con la ma- 
yor generosidad para que los examinaran, como 
los examinaron con toda detención. 

Por último, el Marqués se atreve á suplicar 
al Tribunal se digne fijar su atención en la 
siguiente consideración que respetuosamen- 
te somete á su ilustrado criterio y á su ini- 
p arcial juicio . 

Se trata de una obra nueva en que van á gas- 



tarse intereses de mucha consideración. También 
el Marqués tiene intereses cuantiosos empleados 
en su hacienda la Esgarabita. Pues bien: si ei 
Marqués se cruzara de manos, y dejara que las 
obras fueran avanzando, que fueran gastándose 
en ellas nmchos miles de pesos, y que á última 
hora , cuando las obras estuvieran concluidas, 
cuando todo estuviera terminado, intentara en- 
tonces una demanda en juicio civil ordinario, ¿no 
se le podría reconvenir en cierto modo de no ha- 
ber obrado con toda la buena fé debida en el mero 
hecho de que pudiendo haber intentado un 
interdicto de obra nueva que remediara 
preventivamente todos los inconvenientes, 
miraba impasible la construcción de unas obras que 
en juicio ordinario tal vez habrán de mandarse de- 
moler, ó cuando menos habrán de dejarse sin re- 
sultado mientras la Sociedad Ibérica de Riegos no 
asegure al Marqués todos sus derechos? Indu- 
dablemente aparecería á los ojos de muchos que el 
Marqués no habia obrado con todo el lleno 
de buena fé con que debe obrar, particular- 
mente si se tiene en cuenta que es letrado, y que 
ha tenido la honra de vestir la noble toga del Ma- 
gistrado, la que indudablemente no brillaría con 
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todo el esplendor con que debe brillar, si la buena 
fé y la lealtad del Marqués no apareciese de una 
manera plena en todos siis actos. 

Quede, pues, asentado que el Marqués, desde 
que tuvo la primera noticia de la concesión del ca- 
nal de riegos del Henares, inserta en la Gaceta 
de 1." de febrero del año pasado de 1863, comenzó 
á protestar contra semejante concesión, no por 
ella en sí misma, sino porque atacaba su propiedad 
de La Esgar abita, y le causaba daños de suma 
trascendencia. Que acudió inmediatamente á de- 
fender sus derechos por la via administrativa, es- 
poniendo al Gobierno todo esto, y presentándole 
los títulos originales de La Esgarabita, de 
su riego y de su fábrica de harinas; y esto lo 
hizo seis meses antes de que la Sociedad 
Ibérica de Riegos principiara las obra del 
canal. Después ha continuado protestando contra 
las obras sin interrupción, judicial y extrajudi- 
cialmente. 

Por último, hay dos cosas en esta cuestión, 
que deben tenerse presentes. Una, que el Gobierno 
(como dijimos al principio) ha declarado de utilidad 
pública las obras del canal de Henares solo para 
los efectos de expropiación forzosa de los t^rre- 
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nos. edificios y demás que sea necesario ocu- 
par para la construcción de dicho canal, para la 
coastruccion de las acequias de riego, v para 
el aprovechamiento de los saltos de agua que 
proporr-ione el mismo canal. Así lo dice la con- 
ílicion primera de las diez y nueve que el Gobierno 
impuso á los concesionarios del canal, y se hallan 
íasertas en la Gaceta de 1.* de febrero de 1863. 
Luego es claro que el Gobierno no ha concedido 
la expropiación de las agua/i del Henares, sino 
únicamente de los terrenos \ edificios que necesi- 
ten ocupar los concesionarios para hacer las ex- 
cavaciones y demás obras m,ateriales del canal 
y de las acequias de riego. Hay, pues, una enorme 
diferencia entre la expropiación de los terrenos y 
la expropiación de las aguas. El Gobierno concedió 
la primera, pero no la segunda, y esto es impor- 
tantísimo. 

Y aunque esto no ofrece duda alguna, la con- 
dición 3.* dice espresamente que el Gobierno solo 
ha concedido el agua sobrante en el rio Hena- 
res, d&spues de cubierto el riego del Soto de Al- 
dovea y de los demás que constan en dicha condi- 
ción. En esto precisamente consiste la dificultad, 
en que la mayor parte del año no hay sobrante 



59 

ALGUNO, sino al contrario faltan las aguas, precisa- 
mente cuando mas se necesitan para regar y para 
los artefactos. Esta es la cuestión. 

Por último, el Gobierno, mas que ningún otro, 
tiene la estrechísima obligación de respetar los de- 
rechos del Marqués, porque la hacienda de La Ea- 
garahita fue vendida en pública subasta 
por el Gobierno, cuando se enagenaron con la 
aprobación de la Santa Sede las temporalidades de 
los Jesuítas; siendo muy notable que el primer tí- 
tulo de propiedad de La Esgarabita (que tiene 
cerca de tres siglos de fecha) es una venta hecha 
también en pública súbaosla por el Ayunta- 
miento de Alcalá de He7iares, con licencia y 
aprobación del Rey D. Felipe II, á favor de 
los PP. Jesuítas, e7i los mism,os términos que 
hoy la posee el Marqués. No caben títulos mas 
respetables cuando se trata de probar el dominio y 
la posesión de las aguas ó de cualquiera otra propie- 
dad. Por todas estas razones el Marqués de Morante 



suplica á V. E. se sirva revocar la sentencia dictada por 
el Juez de primera instancia de Tamajon en 25 
de junio de 1864, mandándole admitir y sustan- 



ciar con arreglo á derecho el interdicto de obra 
nueva, deducido por el Marqués, con los demás 
pronunciamientos á que haya lugar por la infrac- 
ción notoria del artículo 738 de la ley de enjui- 
ciamiento civil. 
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Mas supongamos por un momento (sin con- 
cederlo jamás), que el interdicto entablado por 
Morante fuera un negocio cuyo conocimiento 
no perteneciese á la jurisdicción ordinaria. No 
puede hacerse una suposición que sea mas fa- 
vorable al Juez de Tamajon Pues aun así la 

sentencia del Juez es ilegal, porque infringe abier- 
tamente el artículo 4." del Real decreto de 4 de 
junio de 1847, que establece reglas generales y 
permanentes para sustanciar y dirimir las com- 
petencias de jurisdicción y atribuciones entre las 
autoridades judiciales y administrativas. El citado 
artículo 4.° literalmente dice: «Así los jueces y 
«Tribunales , oído el ministerio fiscal, ó á es- 
»citacion de este, como los Gefes políticos, oidos 
))los Consejos provinciales, se declararán inoom- 
»petentes, aunque no intervenga reclamación de 
«autoridad estraña, siempre que se someta á su 



»decision algún negocio cuj'o conocimiento no 
)>les peilienezca.)) 

Este es cabalmente el caso en que el juez de 
Tamajon intentó colocar el interdicto, aunque 
fue tan desgraciado que no acertó á colocarlo, 
porque no queriendo conocer, realmente conoció 
en el fondo de la cuestión. Pues bien, aun para 
declinar su jurisdicción, aun para inhibirse, la ley 

le manda oir al promotor fiscal, y no le oyó 

Luego es claro que infringió abiertamente la ley 
del enjuiciamiento administrativo en su letra y 
en su espíritu, asi como hemos demostrado atrás 
que infringió de la misma manera la ley del en- 
juiciamiento civil en su artículo 738. 

Esta infracción del procedimiento administra- 
tivo es sustancial, porque lo es también la audien- 
cia del ministerio fiscal y por consiguiente la sen- 
tencia es nula. El Juez, prescindiendo arbitraria- 
mente de la intervención que correspondía y cor- 
responde al promotor fiscal de su juzgado en este 
asunto, no solo desconoció el carácter de defen- 
sor de la jurisdicción Real ordinaria que le da el 
artículo 101 del Reglamento provisional para la 
administración de justicia, sino que infringió en 
su espíritu y casi en su letra los artículos 8, 
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9 y 10 del citado Real decreto de 4 de junio 
de 1847. 

Y la razón es muy clam, y demasiado la sabe 
V. E. Porque la declinatoria del juez y su resis- 
tencia á conocer es una competencia negativa, 
en la cual, aunque no hay contienda entre pode- 
res rivales, hay partes, unas que piden, como 
es el demandante, y otras á quienes la ley llama 
al juicio y manda que intervengan, como es 
el Promotor fiscal. Hay conflicto de jurisdicción, 
que el Juez mismo suscita con su declinatoria: 
y sobre esto debió dar audiencia al Marqués, para 
oir las razones de este acerca de la declinatoria 
de jurisíjiccion. Así lo tiene resuelto virtualmente 
el Consejo Real en la decisión de 8 de octubre 
de 1851, en la competencia entre el Gobernador 
de Alicante y el Juez de Novelda que citamos 
mas adelante. 

Pues bien, en los artículos 8, 9 y 10 del de- 
creto de 4 de junio de 1847, la comunicación 
(jue mandan hacer al ministerio fiscal está com- 
pletamente equiparada á la que mandan hacer 
á las partes: y demasiado sabe V. E. que el Eiscal 
es parte, y parte muy principal, como que en ma- 
teria de competencias representa á la Jurisdicción 
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Real ordinaria, para advertir á los jueces que no 
desconozcan su jurisdicción ni olviden su minis- 
terio, porque interesa mucho al orden público que 
cada autoridad desempeñe su ministerio, y no 
menos importa á los particulares tener jueces 
propios, los que la ley les señala, para que ven- 
tilen su derecho. 

Si el Juez, cumpliendo la ley, hubiese oido al 
Promotor fiscal, tal vez habría admitido el inter- 
dicto, y V. E. se habría ahorrado de conocer de 
esta apelación. Pero á lo menos oyendo al Fiscal 
se habría evitado la nulidad manifiesta que resulta 
por esta omisión. Todo esto se entiende bajo el su- 
puesto erróneo y jamás concedido, de colocar la 
cuestión en el terreno en que la colocó el Juez. 

Por último, son muchas las decisiones de com- 
petencias del Consejo Real en que se ha estable- 
cido la Jurisprudencia de que la falta de audiencia 
del Promotor fiscal es un defecto sustancial, que 
anula las actuaciones posteriores. Pueden verse: 
La decisión de la competencia entre el Gefe políti- 
co y la Diputación general de Álava, y el Juez da 
primera instancia de Orduña, que lleva la fecha 
de 18 de agosto de 1847, y se halla inserta en la 
colección legislativa, tomo 41, n." 60, año 1847. 
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La decisión de la competencia entre el Gober- 
nador de Alicante y el Juez de Novelda, su fecha 
8 de octubre de 1851, que se halla inserta en la 
colección legislativa, tomo 54, número 40, año de 
1851; y otras varias que sería molesto trasladar, 
y se encuentran en la Colección legislativa. 

Queda demostrado que, aun en la suposición 
errónea del Juez, de que el interdicto no es de su 
competencia, debió stistandar previamente un 
artículo de competencia oyendo al Promotor 
fiscal, y al mismo Marqués, que interpuso el inter- 
dicto, porque así lo dice el Real decreto de 4 de 
junio de 1847, y lo decidió el Consejo Real en la 
competencia entre el Gobernador de Alicante y el 
Juez de Novelda que acaba de citarse: y porque 
es el único modo de averiguar judicial- 
mente si se ha som>etido á la decisión del 
Juez de Tamajon un negocio cuyo conoci- 
miento no le pertenece^ que es lo que prescribe, 
como requisito indispensable, el citado artícu- 
lo 4." del Real Decreto de 4 de Junio de 1847, 
para declararse incompetente el Juez, aunque no 
intervenga reclamación de autoridad estraña. 



